
1. Administraciones Locales 

127

Desglose por temas • IAC 2019

como por ejemplo, estar al corriente de los recibos del alquiler y las cuotas de comunidad, y ser la persona 
solicitante la legítima adjudicataria.

Como muestra de la tramitación de quejas sobre estos casos, podemos citar una solicitud de permuta 
por razones de discapacidad, y otra solicitud de permuta por ser víctima de vandalismo por parte del 
vecindario.

En la queja 17/4702, la persona interesaba relataba que su situación seguía siendo la misma. Como 
antecedentes, hay que mencionar que en el año 2016 se puso en contacto con nuestra Institución 
exponiéndonos que vivía en un sexto piso de una vivienda municipal, teniendo una hija usuaria de silla de 
ruedas con un grado de discapacidad del 99%. Solicitaba la permuta o traslado de su vivienda puesto que 
en su zona se reían de su hija, además de que existía la venta de estupefacientes, pero fundamentalmente 
por los problemas de acceso del personal de enfermería cada vez que iban a visitar a su hija.

Este expediente de queja se encontraba archivado puesto que de la información facilitada por la 
administración se desprendía que el asunto se encontraba en vías de solución, ya que el Ayuntamiento de 
Huelva estaba en coordinación con AVRA para que en el momento que existiese una vivienda adaptada se 
la ofrecerían a esta unidad familiar.

Transcurrido un año desde entonces, en 2017 volvieron a contactar con nosotros para informarnos que 
se encontraban a la espera de que se les adjudicase una vivienda adaptada. Así pues, iniciamos nuestras 
actuaciones con el citado ayuntamiento, a fin de que nos remitiese informe al respecto. No fue hasta 
marzo de 2019, tras numerosos reiteros, cuando se registró de entrada en esta Defensoría la información 
requerida mediante la que se nos participaba que en el mes de julio de 2018 se procedió a proponer a 
la promotora de la queja como adjudicataria de una vivienda de titularidad autonómica adaptada a las 
necesidades de su familia. En consecuencia, procedimos al archivo de nuestras actuaciones al encontrarse 
el asunto solucionado.

Por su parte, en la queja 19/0436, la persona promotora nos exponía que llevaban años solicitando la 
permuta o traslado de vivienda, puesto que residía en un barrio marginal de Sevilla, y su familia estaba 
sufriendo vandalismo por parte de los vecinos, por lo que nos trasladaba su desesperación al verse 
afectados sus hijos e hijas menores de edad, e incluso nos relataba que tenían que dormir en el salón ya 
que les tiraban piedras y fuego a las ventanas. Por último, indicaba que, a pesar de haber presentado en 
Emvisesa varias instancias, no había recibido contestación, ni solución alguna a su grave situación.

Admitida a trámite, procedimos a solicitar informe a Emvisesa que nos participaba que la referida familia 
tenía abierto expediente en la Oficina Municipal por el Derecho a la Vivienda desde febrero de 2019, y que 
tras el trámite preceptivo le había sido asignada una vivienda en régimen de alquiler, de dos dormitorios, 
en una de sus promociones, estando pendiente su entrega.

Actualmente, nos encontramos realizando nuevas actuaciones con la citada empresa municipal, tras 
haber recibido nueva comunicación en la que nos manifiesta que aún no se ha efectuado la entrega de la 
vivienda en cuestión.

1.15.2.6. La gestión del Parque Público de viviendas
…
Esta problemática se extiende a nivel municipal, sin embargo, el resultado no es tan optimista si lo 

comparamos con las pretensiones aceptadas por AVRA. En este contexto, las empresas municipales 
encargadas de gestionar el parque público de sus municipios, son reacias en la mayoría de las ocasiones 
a ejercer sus obligaciones legales en relación al mantenimiento tanto de los edificios y viviendas, así como 
de ejercer su responsabilidad ante los impagos de las cuotas de comunidad que, genera a su vez conflictos 
vecinales, por ello, debemos destacar el buen resultado del protocolo de convivencia de EMVISESA, 
(quejas 17/1063; 18/1880; queja 19/0354; 17/1062; 18/3299; 18/5578; 16/2423).

En la queja 19/3313, actualmente en tramitación, se relataba un supuesto similar al anteriormente 
mencionado respecto a AVRA. Se nos decía que la mayor parte de las viviendas del edificio en cuestión son 
propiedad de entidad Promoción y Gestión de Viviendas de Cádiz, S.A. (PROCASA), encontrándose dichas 
viviendas en régimen de arrendamiento. Se nos manifestaba que las personas arrendatarias no asumían la 
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obligación del pago de las cuotas de comunidad, por lo que se adeudaba una gran cantidad dineraria por 
ese concepto.

Añadían que en varias ocasiones habían trasladado esta circunstancia a la mencionada entidad, sin que 
se hubiese tomado alguna medida para solventar el problema. Además, en su última comunicación, la 
persona solicitante nos exponía que se añadían a esta problemática, los impagos generados a la empresa 
de ascensores, y la imposibilidad de asumir los arreglos necesarios para garantizar agua caliente en sus 
viviendas, todo ello generado por los impagos de dichas cuotas, tanto por las personas residente a título 
legal como por las ocupantes sin título.

En la queja 18/5578, se nos trasladaba que desde la entrega de las llaves de la vivienda a la persona 
adjudicataria, ésta había reclamado en varias ocasiones a EMVISESA varios desperfectos, sin embargo, no 
se habían atendido sus peticiones. Finalmente, se procedió al archivo del expedientes tras la recepción de 
informe de esta empresa municipal, participándonos el arreglo de las deficiencias reclamadas.

1.15.2.7. Otras Cuestiones en materia de vivienda
…
En la queja 19/2904, la persona solicitante nos exponía que en el mes de marzo de 2019 firmó el 

documento de reserva de una vivienda. Nos informaba que desde la Empresa Municipal de Vivienda, Suelo 
y Equipamiento de Sevilla, S.A. (EMVISESA), se le comunicó que podría habitar dicho inmueble en el plazo 
de un mes a contar desde la fecha de la firma del documento (21 de marzo de 2019). Nos manifestaba la 
urgencia de trasladarse a la vivienda puesto que seguía sufriendo, tanto ella como su hija, acoso por parte 
del vecindario, lo que perjudicaba gravemente su salud.

De este modo, nos dirigimos a la citada empresa municipal quien, mediante informe, nos trasladaba, 
entre otras cuestiones, que se le entregaría la posesión de la vivienda cuando se efectuase la recuperación 
de la misma, extremo éste que se le había comunicado a la persona reclamante en varias ocasiones. No 
obstante, se nos manifestaba que tras la recuperación de la vivienda, se había puesto de manifiesto por 
parte del personal técnico la necesidad de realizar algunas obras de adecuación, comunicándonos que, 
finalmente, la persona adjudicataria se había instalado en la vivienda el día 10 de julio de 2019.

Por ultimo, en la queja 18/1808, la persona solicitante nos trasladaba que, con fecha 25 de marzo y 19 
de octubre de 2017, presentó instancias en el Ayuntamiento de Huelva, sin que a la fecha de presentación 
de la queja en esta Defensoría, hubiese recibido respuesta en sentido alguno.

Admitida a trámite, solicitábamos del ayuntamiento una respuesta expresa a las citadas instancias. No 
obstante, a pesar de nuestras numerosas gestiones, seguíamos sin recibir respuesta, por ello procedimos 
a formular Resolución en los siguientes términos:

“[...]
A la vista de ello, debemos trasladarle las siguientes CONSIDERACIONES:
Primera.- El silencio de ese organismo supone un incumplimiento del deber legal de colaborar con esta 

Institución en sus investigaciones e inspecciones.
Segunda.- El artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas, establece que la Administración está obligada a dictar resolución expresa 
y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera sea su forma de iniciación. Debe añadirse que el 
apartado 6 del artículo antes citado establece que el personal al servicio de las Administraciones Públicas 
que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los órganos administrativos 
competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias 
del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo. El incumplimiento de dicha 
obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar 
de acuerdo con la normativa aplicable.

Tercera.- Como norma fundamental del ordenamiento jurídico propio, el Estatuto de Autonomía 
(artículo 31) garantiza el derecho a una buena administración, que comprende el derecho de todos ante 
las Administraciones Públicas, a participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de 
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